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Dictamen de las comisiones

Honorable Cámara:

Las comisiones de Población y Desarrollo Huma-
no, de Economías y Desarrollo Regional y de Pre-
supuesto y Hacienda han considerado el proyecto
de ley del señor diputado West, del señor diputado
Cantero Gutiérrez y de la señora diputada Rosso,
por el que se crea el Régimen de Promoción de Pe-
queñas Localidades; y, por las razones expuestas
en el informe que se acompaña y las que dará el
miembro informante, aconsejan la sanción del si-
guiente

PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputados,…

Artículo 1º – Objeto. Créase el Régimen de Promo-
ción de Pequeñas Localidades, que tendrá por obje-
to promover el desarrollo de las mismas mediante la
formulación y ejecución de planes estratégicos de de-
sarrollo local en contexto regional y provincial.

Art. 2º – Autoridad de aplicación. El Poder Eje-
cutivo nacional designará la autoridad de aplicación.

Art. 3º – Atribuciones. La autoridad de aplicación
tendrá las siguientes misiones y funciones:

1. Coordinar acciones interjurisdiccionales en
las áreas de desarrollo humano, empleo,
educación, cultura, infraestructura, vivienda,
producción, asuntos agrarios y turismo, en-
tre otras, destinadas al desarrollo socio-
económico de pequeñas localidades de has-
ta cinco mil (5.000) habitantes.

2. Promover una instancia de planificación es-
tratégica para el seguimiento y monitoreo del
presente régimen de promoción.

3. Mejorar la accesibilidad de las pequeñas lo-
calidades a la salud, educación, vivienda, bie-
nes culturales, infraestructura, producción,
trabajo y desarrollo integral sustentable.

4. Facilitar el surgimiento, la radicación o la
reactivación de emprendimientos producti-
vos de pequeñas y medianas empresas.

5. Fomentar el uso de energías alternativas, la
apropiación de nuevas tecnologías, la recu-
peración del patrimonio cultural local y ge-
nerar las condiciones de receptividad de
nuevos pobladores.

6. Concertar toda la información disponible en
la Administración Pública Nacional necesaria
para la implementación del presente régimen.

7. Evaluar la marcha de los planes de radica-
ción familiar y de desarrollo de actividades
productivas y sugerir las medidas comple-
mentarias y las acciones de fortalecimiento
que considere necesarias, incluyendo medi-
das de tratamiento impositivo diferenciado.

8. Propender a la recuperación del patrimonio
histórico y la revalorización del acervo cul-
tural, como instrumentos dinamizadores de
procesos de integración, promoción y con-
solidación de la identidad local y regional.

9. Impulsar la integración regional mediante la
articulación de los distintos planes estraté-
gicos de desarrollo local.

10. Acordar acciones para atender el déficit
habitacional existente o que puedan generar
los nuevos emprendimientos, coadyuvando
a la regularización dominial.
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Art. 4º – Medidas de promoción. La Nación y
las provincias que adhieran a la presente ley,
promoverán, en el ámbito de sus competencias,
políticas públicas de fomento hacia las pequeñas
localidades de todo el territorio nacional que se
incorporen al presente, priorizando:

a) La articulación de operatorias que faciliten
el acceso a la vivienda propia de los indivi-
duos o familias de la localidad, previendo
plazos de gracia para el reembolso de los
préstamos otorgados, o el pago de la vivien-
da construida;

b) La intervención de la banca pública en la
creación de operatorias destinadas a finan-
ciar proyectos sustentables, generadores de
actividad económica, promoviendo la fija-
ción de tasas de interés diferenciadas;

c) La radicación de personal de la administra-
ción pública nacional central o descentrali-
zada, entidades autárquicas, empresas del
Estado nacional o con participación estatal
mayoritaria, en los órganos existentes o a
crearse con asiento en las localidades, pu-
diendo fijarse incentivos salariales;

d) La satisfacción, a través de los organismos
administrativos correspondientes y en for-
ma prioritaria de la demanda educativa, sa-
nitaria y de infraestructura actual y la que
se genere o derive de la implementación del
presente régimen;

e) La celebración de acuerdos interjurisdic-
cionales que tiendan a fortalecer el desarro-
llo local y regional;

f) El impulso de acciones y programas especí-
ficos con la finalidad de detener el
despoblamiento, como también brindar apo-
yo técnico, económico y social para facilitar
la radicación de familias en las localidades
con esta problemática.

Art. 5º – Asignación presupuestaria. El presu-
puesto nacional tendrá una partida específica para
la financiación del Régimen de Promoción de Peque-
ñas Localidades a partir del año siguiente de entra-
da en vigencia de la presente ley.

Art. 6º – Requisitos. Las provincias que adhie-
ran al presente Régimen de Promoción de Peque-
ñas Localidades deberán asumir los siguientes com-
promisos:

a) Designar autoridad de aplicación provincial
a los efectos previstos en la presente ley;

b) Promover la conformación de consejos de
apoyo local en cada una de las jurisdiccio-
nes que consideren susceptibles de integrar
el Régimen de Promoción de Pequeñas Lo-
calidades, los que tendrán amplias faculta-
des para su integración y funcionamiento;

c) Fomentar la institucionalización de ámbitos
de participación ciudadana;

d) Proveer un espacio físico suficiente e insu-
mos necesarios para garantizar el funciona-
miento de los consejos de apoyo local, en
cada jurisdicción;

e) Suscribir, con la autoridad de aplicación na-
cional, un convenio de implementación es-
tableciendo las obligaciones que recíproca-
mente se asuman;

f) Priorizar los proyectos de desarrollo local
que se generen en el marco de la presente
ley;

g) Asignar los recursos que estime necesarios
para la mejor implementación del presente ré-
gimen de promoción.

Art. 7º – Consejo de apoyo. Será condición in-
eludible para acceder al presente Régimen de Pro-
moción de Pequeñas Localidades, la conformación
de un consejo de apoyo local en cada una de las
localidades cuyo desarrollo se pretenda.

Art. 8º – Integración. Los consejos de apoyo lo-
cal estarán integrados conforme lo determine cada
gobierno local en particular, procurando la más am-
plia participación de todos los sectores representati-
vos locales y las organizaciones de la sociedad civil.

Art. 9º – Atribuciones. El consejo de apoyo local
tendrá las siguientes atribuciones:

a) Elaborar con el gobierno local la visión es-
tratégica que defina el consecuente plan es-
tratégico de desarrollo local con perspecti-
va regional y provincial;

b) Promover la implementación, seguimiento y
monitoreo del plan estratégico de desarrollo
local;

c) Sugerir al gobierno local, a la provincia y por
su intermedio a la Nación, propuestas de am-
pliaciones o modificaciones que estime ne-
cesarias en miras al mejoramiento del plan es-
tratégico de desarrollo local en su escala regional
o provincial.

Art. 10. – Convenio de implementación. El con-
venio de implementación será celebrado, a instan-
cias del gobierno local, entre el propio gobierno lo-
cal y las autoridades de aplicación nacional y
provincial, y se hará en base al plan estratégico de
desarrollo local propuesto.

Art. 11. – Contenido. El convenio de implemen-
tación contendrá un plan estratégico de desarrollo
local en contexto regional y provincial, en el que
deberá abordarse el desarrollo económico, cultural,
demográfico, social y ambiental, procurando una
proyección integral y sustentable. La autoridad de
aplicación respectiva evaluará, la propuesta y hará
todas las observaciones técnicas que considere ne-
cesarias antes de su conclusión.
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Art. 12. – Financiamiento. El convenio fijará, ade-
más, las obligaciones asumidas por el gobierno local,
la provincia o la Nación, con relación al desarrollo del
plan estratégico de desarrollo local de cada localidad.
La financiación de acciones o programas específicos
podrá ser conjunta, pudiendo las partes acordar mo-
dalidades específicas de aportes para cada caso, in-
cluso recurrir a financiamiento nacional, internacio-
nal o de organismos no gubernamentales.

Art. 13. – Asistencia técnica. La autoridad de apli-
cación nacional articulará con las provincias y los
gobiernos locales, la provisión de asistencia técni-
ca que le fuera requerida para la elaboración del plan
estratégico de desarrollo local.

Art. 14. – Convenios de asistencia. La autoridad
de aplicación nacional, las provincias y los gobier-
nos locales podrán celebrar convenios de asisten-
cia técnica o financiera para una mejor implementa-
ción del plan estratégico de desarrollo local.

Art. 15. – Adhesión. Invítase a las provincias a
adherir a la presente ley.

Art. 16. – Comuníquese al Poder Ejecutivo.
Sala de las comisiones, 16 de diciembre de 2008.

María C. Moisés. – María G.. de la Rosa. –
Gustavo A. Marconato. – Elsa S. Quiroz.
– José M. Roldán. – Miguel A.
Giubergia. – Carmen Román. – Eva
García de Moreno. – Daniel A. Brue. –
Verónica C. Benas. – Viviana M.
Damilano Grivarello. – Susana R.
García. – María J. Acosta. – Sergio A.
Basteiro. – Claudia A. Bernazza. –
Rosana A. Bertone. – Margarita B.
Beveraggi. – Susana M. Canela. –
Alberto Cantero Gutiérrez. – Elsa B.
Carca. – María A. Carmona. – Graciela
M. Caselles. – Jorge A. Cejas. – María
C. Cremer de Busti. – Susana E. Díaz. –
María I. Diez. – Patricia S. Fadel. –
Héctor Flores. – Eduardo L. Galantini.
– Luis A. Galvalisi. – Griselda N.
Herrera. – Beatriz L. Korenfeld. – Daniel
R. Kroneberger. – Silvia B. Lemos. –
María V. Linares. – Claudio R. Lozano.
– María E. Martin. – Antonio A. M.
Morante. – Guillermo A. Pereyra. –
Jorge R. Pérez. – María de los Angeles
Petit. – Agustín A. Portela. – Carlos A.
Raimundi. – María F. Reyes. – Beatriz L.
Rojkes de Alperovich. – Cipriana L.
Rossi. – Adela R. Segarra. – Carlos D.
Snopek. – Gerónimo Vargas Aignasse. –
Sergio F. Varisco. – José A. Vilariño. –
Mariano F. West.

INFORME
Honorable Cámara:

Las comisiones de Población y Desarrollo Huma-
no, de Economías y Desarrollo Regional y de Pre-

supuesto y Hacienda han considerado el proyecto
de ley del señor diputado West, del señor diputado
Cantero Gutiérrez y de la señora diputada Rosso,
por el que se crea el Régimen de Promoción de Pe-
queñas Localidades; y cree innecesario abundar en
más detalles que los expuestos por los autores en
los fundamentos de la iniciativa, por lo que se acon-
seja su sanción con las modificaciones efectuadas.

María C. Moisés.

FUNDAMENTOS

Señor presidente:
Nuestra Carta Magna en su Preámbulo establece

los objetivos que, como Nación, debemos perseguir
incansablemente, entre los que cabe destacar el de
constituir la unión nacional, consolidar la paz inte-
rior, promover el bienestar general, y asegurar los
beneficios de la libertad, para nosotros, para nues-
tra posteridad, y para todos los hombres del mun-
do que quieran habitar en el suelo argentino.

Asimismo, el artículo 75, inciso 18, consagra la
manda constitucional de “proveer lo conducente a
la prosperidad del país, al adelanto y bienestar de
todas las provincias”, y el inciso 19 “…proveer lo
conducente al desarrollo humano, al progreso eco-
nómico con justicia social, a la productividad de la
economía nacional, a la generación de empleo”; así
como  “…proveer al crecimiento armónico de la Na-
ción y al poblamiento de su territorio; promover po-
líticas diferenciadas que tiendan a equilibrar el des-
igual desarrollo relativo de provincias y regiones”.

Por su parte, el inciso 23 atribuye la competencia
para “ ...legislar y promover medidas de acción po-
sitiva que garanticen la igualdad real de oportuni-
dades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los
derechos reconocidos por esta Constitución y por
los tratados internacionales vigentes”.

Es por ello que, tanto a la Nación como a las pro-
vincias corresponde el abordaje del fenómeno de
despoblamiento sistemático que se verifica en las
localidades más pequeñas para resolver los múlti-
ples problemas socioeconómicos y culturales aso-
ciados al mismo (desarraigo familiar, pérdida de las
tradiciones y valores culturales, destrucción de las
economías regionales, entre otros).

El agravamiento de la crisis en las últimas déca-
das evidenció un fuerte impacto en la problemática
de integración de nuestra sociedad, sutuación que,
en la actualidad, comienza a revertirse.

Es de destacar que, a partir de los últimos cen-
sos, se observa una clara tendencia al despobla-
miento que según los datos del censo 2001 alcanza
al 50 % de los poblados rurales.

Según el INDEC (c. 2001) la población argentina
que vive en ámbitos rurales representa al 10,7 %
del total. Este porcentaje se relaciona directamente
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con la definición que utiliza el INDEC que caracteri-
za a la población rural, en rural agrupada y rural dis-
persa. Rural agrupada corresponde a la población
que reside en localidades con menos de 2.000 habi-
tantes; definiendo como localidad a “…una porción
o varias porciones cercanas entre sí de la superfi-
cie de la tierra, delimitada cada una por una envol-
vente y configurada como mosaico de áreas edifi-
cadas y no edificadas…”. Rural dispersa, en tanto,
corresponde a la población que vive en campo abierto.

Los cambios en las reglas económicas en el ám-
bito nacional y la ausencia de políticas sociales des-
tinadas a la población rural en relación con el terri-
torio, han impactado en las localidades con fuerte
vinculación al espacio rural; ejerciendo presión so-
bre la población estable y ocasionando de manera
continua desde mediados del siglo XX, una profun-
da migración. Estos cambios demográficos, se vin-
culan estrechamente con la expresión singular de la
cuestión social en nuestro país. Entre los factores
concurrentes, se pueden mencionar la precarización
del empleo, las dificultades de acceso a la salud, a
la educación, a bienes culturales, tecnologías de in-
formación, entre otros.

Dentro de esta problemática, el despoblamiento
implica una clara singularidad, que se manifiesta en
movimientos de población que van desde las peque-
ñas localidades a las ciudades de cabecera de parti-
do o departamento y desde allí, a los grandes aglo-
merados urbanos; originándose una serie de
inconvenientes que muestran nuevas y complejas
formas de organización social, las que impactan ne-
gativamente en las condiciones de vida de la pobla-
ción. Así, la distribución espacial resultante del mo-
vimiento poblacional es, en si misma, problemática.
El éxodo rural, al generar un descenso en la canti-
dad de población trae como consecuencias caracte-
rísticas especiales al proceso de despoblamiento que
se expresan, entre otras cuestiones, en el envejeci-
miento de la población, la perdida de servicios y
equipamiento y el desaprovechamiento de la capa-
cidad instalada que llevan –entre otras dificultades–
a una desertización socioeconómica y a una desar-
ticulación del territorio.

Ya en 1960, nuestro país ocupaba el 7° lugar en
el mundo por su nivel de urbanización con el 72 %
de población en aglomeraciones de más de 2.000 ha-
bitantes. En la actualidad, la complejidad del pro-
blema demográfico muestra que, aproximadamente,
el 89 % de la población en la región pampeana es
urbana, y esta situación tendería a estabilizarse de-
bido a la falta de desarrollo en las políticas públi-
cas que incentiven, acompañen y faciliten la
habitabilidad de las localidades del interior.

En este contexto, la falta de desarrollo producti-
vo con su consecuente falta de oportunidades de
trabajo y la ausencia de vías de comunicación en-
tre las localidades; constituyen elementos decisivos
al momento de evaluar la migración, la que se pre-

senta como una forma individual de superar la falta
de trabajo, el aislamiento y la consecuente margi-
nación.

Es por ello que corresponde a los distintos
estamentos del Estado, como organización jurídica
de la Nación, abordar y resolver, las necesidades
actuales de las comunidades con esta problemáti-
ca, pero además realizar los mayores esfuerzos po-
sibles para ayudar y fomentar el desarrollo y pro-
greso de sus habitantes, brindando los elementos
y las estructuras necesarias para que esto se haga
realidad.

La situación de despoblamiento fue acompañada
en décadas anteriores por un progresivo retiro del
Estado (nacional, provincial y municipal) que por
muy diversas causas (ya sean económicas o de
racionalización), fue disminuyendo los servicios que
se prestaban agravando aún más la de por sí difícil
situación.

Por ello se torna imprescindible asumir con
responsabilidad la grave situación por la que atra-
viesan grandes sectores del interior, en particu-
lar aquellas localidades integradas social  y
culturalmente con el tendido ferroviario que, ante
la cesación del servicio, se vieron condenadas
al atraso y al olvido.

De este modo, la necesidad de legislar sobre el
problema, debe –necesariamente– ser acompañada
por una activa política estatal de planificación y de-
sarrollo, definiendo nuevos roles políticos y admi-
nistrativos.

Con este proyecto se intenta atacar las causas
de la problemática descrita proponiendo medidas
tendientes a detener el progresivo despoblamiento
de las pequeñas localidades, dotándolas de herra-
mientas que faciliten su desarrollo y progresiva in-
tegración regional y nacional, a fin de garantizar la
integridad territorial.

Cabe señalar que, a partir de la década de 1960,
una vez nacionalizado el sistema ferroviario nacio-
nal, la Argentina experimentó fuertes cambios en la
dinámica de la estructura de su territorio. Estos cam-
bios fueron determinados esencialmente por refor-
mas del sistema de transporte de cargas y en parti-
cular, de pasajeros.

No debe olvidarse que el sistema de transporte
ejerce fuerzas negativas o positivas sobre la con-
figuración socio territorial, de acuerdo a la coyun-
tura, el diseño de los flujos, las tarifas y la inter-
vención del Estado. Del mismo modo, la
configuración socio territorial, construye y
deconstruye sistemas y flujos de transporte de
acuerdo a demandas, situación geográfica de em-
plazamientos territoriales y efectos institucionales
de presión.

De esta forma, vastos territorios del interior de
la Nación quedaron al margen de posibles desa-
rrollos productivos y de comercialización; se que-
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braron lazos sociales con fuerte impacto negati-
vo en la economía, la educación y la salud de los
habitantes.

Esta reestructuración, que dejó aislada a la ma-
yor parte del territorio nacional, se basó en los cri-
terios de rentabilidad, demanda y oferta del siste-
ma; aplicándoselos a sectores que jamás podrían
brindar los mismos beneficios económicos que los
grandes aglomerados urbanos.

Como fundamento y antecedente para promo-
ver el presente proyecto podemos señalar distin-
tas iniciativas que ya recogen y dan cuenta de
esta situación. Entre otras, la implementación del
Programa “Mi pueblo” con participación conjun-
ta de los Ministerios de Interior y Desarrollo So-
cial de la Nación; el Programa “Volver” de la pro-
vincia de Buenos Aires y en el ámbito legislativo,
la ley 13.251, denominada Régimen de Promoción
de Pequeñas Localidades de la Provincia de Bue-
nos Aires.

También puede señalarse el abordaje que sobre
ésta problemática han realizado muchísimos auto-
res, tales como Marcelo Sili (Geografía de una pam-
pa olvidada, 2000); Marcela Benítez (La Argentina
que desaparece, 1999); Rubén Alonso (La repúbli-
ca que ¿perdió el tren?, 2006); Hugo Ratier (Po-
blados bonaerenses, vida y milagro, 2004); Juan M.
Diez Tetamanti (Ensayo sobre la significación sim-
bólica de la rehabilitación del espacio estatal
como reconstrucción del imaginario nacional y
herramienta de progreso, el caso de los ferroca-
rriles, 2004).

La problemática que el proyecto de ley abor-
da, demanda ideas y acciones acordes con la
complejidad de la misma, generando alternativas
desde los mismos pueblos, con participación
prioritaria de los jóvenes como artífices de su
propio destino.

Las generaciones de edad más avanzada, necesi-
tan imperiosamente ser valoradas en el presente,
asignárseles también un rol en el diseño del maña-
na, poder transmitir su experiencia, sus aprendiza-
jes, todo el bagaje de sabiduría que cosechó en su
vida. También otros sectores tendrán la oportuni-
dad de desarrollar un estilo de vida distinto, un
cambio sustancial, o aun preparar el terreno para una
futura etapa de sus vidas.

Así entonces se podrá invitar a todos a una gesta
que invite a soñar, no sólo en obtener el anhelado
“trabajo”, sino fundamentalmente un nuevo horizonte
de vida, una utopía que movilice íntegramente y en
forma inmediata.

De los elementos negativos de esta problemática,
generemos uno positivo, aprovechando la infraestruc-
tura urbana básica ya existente, su trazado de calles,
caminos de acceso; pero por sobre todo aprendamos
de su historia, descubramos su alma, su pasado de
sacrificio sin límites, y actualicemos las ilusiones y sue-

ños que volcaron sus antiguos pobladores. Hoy re-
sulta imperioso erradicar la falta de esperanza, el des-
ánimo, fomentando una corriente migratoria hacia es-
tos pueblos que como se expresara nos ofrecen
infraestructura, equipamiento e historia.

Por ello, la presente iniciativa propone crear un
régimen de promoción de pequeñas localidades, con
el fin de promover el desarrollo de las mismas me-
diante la articulación de políticas públicas naciona-
les, provinciales y municipales.

El proyecto persigue definir y articular acciones
interjurisdiccionales en las áreas de desarrollo hu-
mano, empleo, educación, cultura, infraestructura,
vivienda, producción, asuntos agrarios y turismo;
destinadas al desarrollo socioeconómico de locali-
dades de hasta 5.000 habitantes, mejorando la ac-
cesibilidad de las pequeñas localidades a la salud,
educación, vivienda, bienes culturales, infraestruc-
tura, producción, trabajo y desarrollo sustentable.

Asimismo, persigue facilitar el surgimiento, la ra-
dicación o la reactivación de emprendimientos pro-
ductivos de pequeñas y medianas empresas, fomen-
tando el uso de energías alternativas, la apropiación
de nuevas tecnologías, la recuperación del patrimo-
nio cultural local y generar las condiciones de
receptividad de nuevos pobladores.

Respetando el sistema federal de gobierno, el pro-
yecto en análisis establece un sistema de adhesión
de las jurisdicciones provinciales al régimen pro-
puesto por la ley.

Asimismo, la iniciativa persigue la generación de
planes estratégicos de desarrollo local con perspec-
tiva regional y provincial, que deberán abordar el
desarrollo económico, cultural, demográfico, social
y ambiental, procurando una proyección sustenta-
ble que, evaluado por la autoridad de aplicación na-
cional, permitirá la obtención de recursos necesa-
rios para su implementación.

Por todo lo expuesto, solicito a los señores le-
gisladores, me acompañen con su voto.

Mariano F. West. – Graciela Z. Rosso. –
Alberto Cantero Gutiérrez.

ANTECEDENTE
PROYECTO DE LEY

El Senado y Cámara de Diputados,…
TITULO I

Disposiciones generales

Artículo 1º – Objeto. Créase el Régimen de Pro-
moción de Pequeñas Localidades, el que tendrá por
objeto promover el desarrollo de las mismas median-
te la definición e implementación de políticas públi-
cas nacionales, provinciales y municipales.

Art. 2º – Finalidad. La presente ley tiene por fi-
nalidad el fomento de las pequeñas localidades a
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través de la formulación y ejecución de planes es-
tratégicos de desarrollo local en contexto regional
y provincial, comprometiéndose los diferentes ám-
bitos estatales a:

1. Coordinar acciones interjurisdiccionales en
las áreas de desarrollo humano, empleo,
educación, cultura, infraestructura, vivienda,
producción, asuntos agrarios y turismo, en-
tre otras; destinadas al desarrollo socio-
económico de pequeñas localidades de has-
ta 5.000 habitantes.

2. Promover una instancia de planificación es-
tratégica para el seguimiento y monitoreo del
presente régimen de promoción.

3. Mejorar la accesibilidad de las pequeñas lo-
calidades a la salud, educación, vivienda,
bienes culturales, infraestructura, produc-
ción, trabajo y desarrollo integral sustenta-
ble.

4. Facilitar el surgimiento, la radicación o la
reactivación de emprendimientos producti-
vos de pequeñas y medianas empresas.

5. Fomentar el uso de energías alternativas, la
apropiación de nuevas tecnologías, la recu-
peración del patrimonio cultural local y ge-
nerar las condiciones de receptividad de
nuevos pobladores.

6. Dar respuesta apropiada al déficit habitacio-
nal existente o el que puedan generar los
nuevos emprendimientos, coadyuvando a la
regularización dominial.

7. Propender a la recuperación del patrimonio
histórico y la revalorización del acervo cul-
tural, como instrumentos dinamizadores de
procesos de integración, promoción y con-
solidación de la identidad local y regional.

8. Fomentar la integración regional mediante la
articulación de los distintos planes estraté-
gicos de desarrollo local.

Art. 3º – Adhesión. Las provincias y, por su in-
termedio, los municipios podrán incorporarse al ré-
gimen de promoción creado por la presente ley, dic-
tando las adecuaciones normativas necesarias.

TITULO II

Del Estado nacional

Art. 4º – Autoridad de aplicación. El Poder Eje-
cutivo nacional designará la autoridad de aplicación
y establecerá, por vía reglamentaria, la coordinación
y afectación de recursos técnicos, así como las con-
diciones de gestión del presente régimen de pro-
moción.

Art. 5º – Medidas de promoción. La Nación y
las provincias que adhieran a la presente ley, pro-
moverán políticas públicas de fomento hacia las
pequeñas localidades de todo el territorio nacio-

nal que se incorporen al presente régimen, pudien-
do adoptar, entre otras, las siguientes acciones de
gobierno:

a) Articular, a través de los organismos de vi-
vienda de cada jurisdicción, operatorias que
faciliten el acceso a la vivienda propia de los
individuos o familias de la localidad, previen-
do plazos de gracia para el reembolso de los
préstamos otorgados, o el pago de la vivien-
da construida;

b) Concentrar y poner a disposición del régi-
men de promoción y de las provincias, toda
la información disponible en la administra-
ción pública nacional y que se considere ne-
cesaria para la implementación del mismo, im-
partiendo precisas instrucciones a todas las
reparticiones públicas en tal sentido;

c) Promover, en el ámbito de su competencia,
un tratamiento impositivo diferenciado des-
tinado a favorecer la radicación de familias
y profesionales y para el desarrollo de acti-
vidades económicas productivas;

d) Articular con el Banco de la Nación Argen-
tina y los bancos estatales provinciales, la
creación de operatorias destinadas a finan-
ciar proyectos sustentables, generadores de
actividad económica, promoviendo la fija-
ción de tasas de interés diferenciadas;

e) Promover la radicación de personal de la ad-
ministración pública nacional central o des-
centralizada, entidades autárquicas, empre-
sas del Estado nacional o con participación
estatal mayoritaria, en los órganos existen-
tes o a crearse con asiento en las localida-
des, pudiendo fijarse incentivos salariales;

f) Satisfacer, a través de los organismos admi-
nistrativos correspondientes y en forma prio-
ritaria, la demanda educativa, sanitaria y de
infraestructura actual y la que se genere o
derive de la implementación del presente ré-
gimen;

g) Fomentar la celebración de acuerdos
interjurisdiccionales que tiendan a fortalecer
el desarrollo local y regional;

h) Generar acciones y programas específicos
con la finalidad de detener el despobla-
miento, como también brindar apoyo técni-
co, económico y social para facilitar la radi-
cación de familias en las localidades con esta
problemática.

Art. 6º – Asignación presupuestaria. El presu-
puesto nacional tendrá una partida específica para
la financiación del Régimen de Promoción para Pe-
queñas Localidades a partir del año siguiente de en-
trada en vigencia de la presente ley. Autorízase al
Poder Ejecutivo nacional a transferir o adecuar las
partidas previstas en el presupuesto vigente a la
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sanción, para el cumplimiento de los fines de la pre-
sente.

TITULO III

De las provincias

Art. 7º – Requisitos. Las provincias que adhie-
ran al presente Régimen de Promoción de Peque-
ñas Localidades deberán asumir los siguientes com-
promisos:

a) Designar autoridad de aplicación provincial
a los efectos previstos en la presente ley;

b) Promover la conformación de consejos de
apoyo local en cada una de las jurisdiccio-
nes que consideren susceptibles de integrar
el régimen de promoción, los que tendrán
amplias facultades para su integración y
funcionamiento;

c) Fomentar la institucionalización de ámbitos
de participación ciudadana;

d) Proveer un espacio físico suficiente e insu-
mos necesarios para garantizar el funciona-
miento de los consejos de apoyo, en cada
jurisdicción;

e) Suscribir, con la autoridad de aplicación na-
cional, un convenio de implementación es-
tableciendo las obligaciones que recíproca-
mente se asuman;

f) Priorizar los proyecto de desarrollo local que
se generen en el marco de la presente ley;

g) Asignar los recursos que estime necesarios
para la mejor implementación del presente ré-
gimen de promoción.

TITULO IV

Implementación

Art. 8º – Consejo de apoyo. Será condición in-
eludible para acceder al presente régimen de pro-
moción, la conformación de un consejo de apoyo
en cada una de las localidades cuya reconversión
se pretenda.

Art. 9º – Integración. El consejo de apoyo esta-
rá integrado conforme la mecánica que –en cada
caso– determine el municipio procurando la más
amplia participación de todos los sectores repre-
sentativos locales y las organizaciones de la so-
ciedad civil.

Art. 10. – Atribuciones. El consejo de apoyo ten-
drá las siguientes atribuciones:

a) Elaborar con el municipio la visión estraté-
gica que defina el consecuente plan de de-

sarrollo local con perspectiva regional y pro-
vincial;

b) Promover la implementación, seguimiento y
monitoreo del plan estratégico;

c) Sugerir al municipio, a la provincia, y por
su intermedio a la Nación, propuestas de
ampliaciones o modificaciones que estime
necesarias en miras al mejoramiento del plan
estratégico en su escala regional o provin-
cial.

Art. 11. – Asistencia técnica. La autoridad de apli-
cación nacional articulará con las provincias y mu-
nicipios, la provisión de asistencia técnica que le
fuera requerida, para la elaboración del plan estra-
tégico de desarrollo local.

Art. 12. – Convenios de asistencia. La autoridad
de aplicación nacional, las provincias y los munici-
pios podrán celebrar convenios de asistencia téc-
nica o financiera para una mejor implementación del
plan estratégico.

TITULO V

Del convenio de implementación

Art. 13. – Convenio. La firma del convenio de im-
plementación con la autoridad de aplicación provin-
cial o, en su caso, nacional, será celebrado a ins-
tancias del municipio o la provincia y se hará en
base al plan estratégico propuesto.

Art. 14. – Contenido. Contendrá un plan estra-
tégico de desarrollo local en contexto regional y
provincial, en el que deberá abordarse el desarro-
llo económico, cultural, demográfico, social y am-
biental, procurando una proyección integral y sus-
tentable. La autoridad de aplicación respectiva
evaluará la propuesta y hará todas las observacio-
nes técnicas que considere necesarias antes de su
conclusión.

Art. 15. – Financiamiento. El convenio fijará, ade-
más, las obligaciones asumidas por el municipio, la
provincia o la Nación, con relación al desarrollo del
plan estratégico de cada localidad. La financiación
de acciones o programas específicos podrá ser con-
junta, pudiendo las partes acordar modalidades es-
pecíficas de aportes para cada caso, incluso recu-
rrir a financiamiento nacional, internacional o de
organismos no gubernamentales.

Art. 16. – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Mariano West. – Alberto Cantero
Gutiérrez. – Graciela Z. Rosso.


